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ACTA DE REGISTRO DE AUDIENCIA DE REVOCATORIA DE PENA SUSPENDIDA
En la ciudad de Contamana, siendo las once y treinta minutos de la mañana del día veintitrés de Abril del año dos mil diecinueve, presente en la Sala de Audiencias, el Juez del Juzgado de Paz Letrado con adición al juzgado de Investigación Preparatoria de Contamana, MG. EDGAR RAMON GUILLEN VALLEJO, se da inicio a la AUDIENCIA PÚBLICA DE REVOCATORIA DE PENA SUSPENDIDA DE LA SENTENCIADA VIRGINIA MARIE BURG, por la comisión del delito CONTRA EL PATRIMONIO - ESTAFA AGRAVADA, delito previsto en el artículo 196° A inciso 3) del CP, estando a lo solicitado por la fiscalía EJECUCION DE LA SENTENCIA.

Se deja constancia que la presente audiencia está siendo registrada en el sistema de audio, cuya grabación demostrará el modo como se desarrolla, conforme lo establece el Art. 361°, numeral 2 del Nuevo Código Procesal Penal y el Art. 26° del Reglamento General de Audiencias; por tanto, se solicita a los sujetos procesales procedan oralmente a identificarse para que conste en el registro y se verifique la presencia de los intervinientes convocados a esta audiencia.

II.
INTERVINIENTES:

FISCAL: CARLOS MARTIN GUERRA SALGADO, Fiscal Adjunto de la Fiscalía Penal Corporativa de Ucayali- Contamana.

Colegiatura: 2844

502725
Domicilio Procesal: 
Calle Ucayali 125- Contamana, 

Número de celular: 
969947578,

ABOGADA DEFENSORA DE OFICIO: LLESICA NAVARRO SOUZA, abogada defensora de oficio, patrocinando al acusado, con registro CAU 1014, con domicilio procesal en Calle Nuevo Loreto s/n- Contamana, Ucayali, Loreto.

AGRAVIADA: CELIA OCHAVANO BUENAPICO, identificada con DNI  05869940, domicilio en comunidad Nuevo Sucre, a orillas del Río Ucayali, Presidenta de los Artesanos de la Comunidad Nativa de Nuevo Sucre.
INTERPRETE: ANTONIO RAMIREZ, Shipibo Conibo, identificado con DNI 05925897, 

JUEZ: Declara instalada la presente audiencia, y solicita al señor fiscal proceda a exponer su requerimiento.

II.- DEBATE:

FISCAL: Procede a exponer su requerimiento, siendo que la procesada viene incumpliendo la sentencia, solicitando en lo que concierne al incumplimiento de las reglas de conducta, la amonestación, en cuanto a la reparación civil la sentenciada no cumple con el pago; por lo que se solicita un embargo en forma de inscripción en el predio ubicado en San Miguel- Contamana, el mismo que es de propiedad de la sentenciada; asimismo se tiene en la comisaría la intervención de dos tanques de agua de los cuales se solicita disponer el embargo en forma de secuestro, valorizando estos dos bienes por la suma de cuatrocientos y 00/100 soles (S/ 400.00). (Lo demás queda registrado en audio)
ABOGADA DE OFICIO: Indica que en cuanto a la amonestación la defensa no se opone, respecto al embargo de sus bienes no se ha presentado documento que acredite que la sentenciada tenga bien inscrito a su nombre, siendo que como se han sustraído los tanques de agua deben devolverse a fin de que se realice el embargo acorde a ley. (Lo demás queda registrado en audio)
JUEZ: Habiendo escuchado a ambas partes se procede a emitir la siguiente resolución:

RESOLUCION NUMERO CINCO
Contamana, veintitrés de Abril

De dos mil diecinueve



AUTOS, VISTOS Y OIDOS, el requerimiento fiscal, con el pronunciamiento de la defensa técnica de la sentenciada, y Considerando:

PRIMERO: Que, habiendo sido condenada la señora VIRGINIA MARIE BURG, por el delito de ESTAFA AGRAVADA, previsto en el artículo 196° -A inciso 3) del código Penal, siendo que mediante resolución número siete (Sentencia) se fijó la pena de CUATRO AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD SUSPENDIDA EN EJECUCIÓN POR EL PLAZO DE TRES AÑOS, Y SE ORDENÓ EL PAGO DE UNA REPARACION CIVIL POR EL MONTO DE VEINTICINCO MIL Y 00/100  SOLES (S/ 25 000.00), disponiéndose como reglas de conducta las siguientes: a) Prohibición de frecuentar lugares de dudosa reputación, b) prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin autorización escrita del Juez; c) Comparecer mensualmente al juzgado, personal y obligatoriamente, para informar y justificar sus actividades; y d) Cumplir con el pago de una reparación civil de S/. 25,000.00 soles, bajo apercibimiento, en caso de incumplimiento aplicarse una condena efectiva.

SEGUNDO: Que, en el presente caso se corrobora lo denunciado por el señor fiscal, que la condenada VIRGINIA MARIE BURG no ha cumplido con las reglas de conducta impuestas, al no haberse apersonado, a este juzgado, a firmar mensualmente tal y como ordenó el Juzgado Penal Unipersonal de Ucayali-Contamana, así como no ha pagado el monto de Reparación Civil.

RESPECTO DE LA AMONESTACIÓN 
TERCERO: Que, el art. 59° del CP establece: “si durante el periodo de suspensión el condenado no cumpliera con las reglas de conducta impuestas o fuera condenado por otro delito el Juez podrá, según los casos: 1. Amonestar al infractor, 2. Prorrogar el período de suspensión hasta la mitad del plazo inicialmente fijado (…), 3. Revocar la suspensión de la pena”;  según este contexto este juzgado en la etapa de ejecución de sentencia estima aplicable imponer sanciones a la condenada, para que progresivamente cumpla su condena, de acuerdo a la razonabilidad y proporcionalidad de la medida; por lo que en esta oportunidad SE LE AMONESTA señalándole expresamente que, el INCUMPLIMIENTO DE LAS REGLAS DE CONDUCTA TIENE COMO CONSECUENCIA, REVOCAR LA PENA SUSPENDIDA Y CONVERTIRLA EN EFECTIVA, invocándole a la defensa que instruya a su patrocinada la gravedad de su incumplimiento, toda vez que de mantenerse en esta conducta de resistencia al cumplimiento de la sentencia, se podrá aplicar la medida más grave como es revocar la pena, lo que hará que la condenada cumpla su pena de manera efectiva; al no haberse opuesto la defensa y ser la primera oportunidad que se denuncia el incumplimiento de las reglas de conducta corresponde aplicar la amonestación requerida por la Fiscalía. 

RESPECTO DE LA MEDIDA CAUTELAR DE EMBARGO EN FORMA DE INSCRIPCIÓN 
CUARTO: Con fecha 13.03.2019 se presentó la solicitud de medida cautelar por parte de la representante de los agraviados la señora CELIA OCHAVANO BUENAPICO, en la que solicita el embargo en forma de inscripción sobre el predio rural de la sentenciada VIRGINIA MARIE BRUG, ubicado en el Sector Caserío San Miguel de 39 hectáreas 6816.32 MZ2, U.C. 055114- Contamana, cuyo dominio corre inscrito en la Partida N° 11088146 de los Registros Públicos de Loreto (IV Zona Registral de Iquitos) embargo que deberá realizarse por la suma de VEINTICINCO MIL Y 00/100 SOLES (S/ 25 000.00), sin embargo, la parte agraviada no se encuentra constituida en actor civil, por lo que dicha solicitud se puso en conocimiento de la Fiscalía, exponiendo en audiencia pública, el señor fiscal, hizo suyo tal petición en los mismos términos, habiendo corrido traslado a la defensa técnica de la demandada, ésta se opone a la imposición de la medida cautelar de inscripción en registros públicos, debido a que, señala, no se ha cumplido con correrle traslado con dicho pedido oportunamente, que solo se le ha corrido traslado con el pedido de amonestación con el que está de acuerdo, mas no con el pedido de embargo. 
QUINTO: Conforme al artículo 489° del Código Procesal Penal “El Juez de la Investigación Preparatoria está facultado para resolver todos los incidentes que se susciten durante la ejecución de las sanciones establecidas en el numeral anterior. Hará las comunicaciones dispuestas por la Ley y practicará las diligencias necesarias para su debido cumplimiento”, en concordancia con ello el artículo 493 del cuerpo normativo en referencia establece “La reparación civil se hará efectiva conforme a las previsiones del Código Procesal Civil, con intervención del Fiscal Provincial y del actor civil”, con lo que en la presente ejecución de sentencia, respecto a la reparación civil se aplicarán las reglas y principios del Proceso Civil, donde la medida cautelar es entendida doctrinariamente como un instrumento procesal que contribuye a una tutela jurisdiccional efectiva, asegurando para ello que el proceso concluya con una solución que pueda ser concretada no sólo en el plano jurídico sino también fáctico
; el art. 615 del CPC establece: “Es procedente el pedido de medida cautelar de quien ha obtenido sentencia favorable, aunque fuera impugnada. El pedido cautelar se solicita y ejecuta en cuerda separada ante el Juez de la demanda, con copia certificada de los actuados pertinentes, sin que sea preciso cumplir los requisitos exigidos en los incisos 1 y 4 del artículo 610°”, por tanto en esta solicitud de embargo, al haber, los agraviados obtenido sentencia favorable como es el pago de una reparación civil por el monto de veinticinco mil y 00/100 soles (S/ 25 000.00), no es necesario exigir la exposición de los fundamentos de la medida cautelar ni la contracautela, tan solo que se señale la forma de la medida cautelar, e indicar, los bienes sobre los que debe recaer la medida y el monto de su afectación, puesto que ya existe la obligación de la condenada de pagar la reparación civil, de pagar un monto determinado, específicamente el monto de S/. 25,000 soles, a los agraviados, estando pendiente la ejecución.

SEXTO: Sin perjuicio de lo anteriormente señalado, a fin de asegurar el pago de la reparación civil fijada mediante resolución siete (sentencia) por el Juzgado Unipersonal de Ucayali-Contamana, se debe atender el cumplimiento de los presupuestos establecidos en el art. 611° del CPC los cuales son: verosimilitud del derecho invocado, la necesidad de la emisión de una decisión preventiva por constituir peligro en la demora del proceso, la razonabilidad de la medida para garantizar la eficacia de la pretensión; estando a que el solicitante ha acreditado el amparo de su derecho a contar con una sentencia que ordena el pago de una reparación civil favorable a la parte agraviada, sentencia que ha sido declarada consentida, teniendo así la calidad de firme; por lo que el derecho peticionado, debe ser amparado prima facie, a fin de garantizar la ejecución de la sentencia; respecto al PELIGRO EN LA DEMORA, la sentenciada ha incumplido reglas de conductas impuestas por el juzgado que ha emitido sentencia, y no existe acto alguno de pago de la reparación civil, este peligro en la demora se configuraría por la actitud evasiva de la sentenciada a cumplir con la resolución número siete, teniendo la posibilidad de disponer de los bienes de su propiedad entre ellos el bien inmueble que se pretende embargar, lo cual dificultaría aun más el cumplimiento del pago de la reparación civil pendiente; por lo que es de imperiosa necesidad dictar medida cautelar sobre el predio solicitado, y respecto a la razonabilidad la medida cautelar solicitada en forma de embargo, resulta eficaz para el cumplimiento de la pretensión como es el pago de la reparación civil por el daño causado a la parte agraviada, teniendo la posibilidad de levantar el embargo una vez que la sentenciada cumpla con el pago de la reparación civil por lo que no constituye una medida de consecuencias irreversibles, por lo que es razonable.  

SÉPTIMO: Respecto al cuestionamiento expuesto por la defensa técnica señalando que no se ha cumplido con correrle traslado con la solicitud de medida cautelar en forma de embargo, las reglas del Código Procesal Civil establecen que, por la urgencia de la medida,  los embargos se dictan inaudita pars, es decir, no es necesario correr traslado de la solicitud de medida cautelar a la parte ejecutada, puesto que de hacerlo se corre el riesgo de que la ejecutada disponga de su inmueble convirtiendo en inejecutable el embargo, sin perjuicio de ello, en estricto respeto del derecho de defensa se discutió la solicitud en audiencia única, a efectos de que la defensa técnica de la sentenciada se pronuncie, exponiendo los fundamentos por los que no debería proceder el embargo, no habiendo expuesto otro inconveniente que el hecho de no contar a la vista con los documentos presentados en la solicitud de medida cautelar, este despacho llega a la conclusión que sí corresponde amparar el pedido de medida cautelar en forma de embargo en forma de inscripción sobre el predio de propiedad de la sentenciada por el monto de la reparación civil adeudada.     

RESPECTO A LA MEDIDA CAUTELAR DE EMBARGO EN FORMA DE SECUESTRO 
OCTAVO: Que, con fecha 16.04.2019, mediante Oficio N° 146-2019-XIII-MACREPOL-UCAYALI/REGPOL-UCA-COM.PNP, la policía de Contamana pone en conocimiento  que existen dos tanques de agua marca ROTOPLAS de color NEGRO de capacidad de 1100 litros, cada uno, los cuales se encuentran en calidad de custodia en la comisaría de Contamana al haber sustraído dichos tanques, en forma de protesta, del predio de propiedad de la señora VIRGINIA MARIE BURG.

NOVENO: La figura de secuestro se encuentra contemplada en el art. 643 del CPC establece: “Cuando el proceso principal tiene por finalidad concreta la dilucidación del derecho de propiedad o posesión sobre determinado bien, la medida puede afectar a éste, con el carácter de secuestro judicial, con desposesión de su tenedor y entrega a un custodio designado por el Juez. Cuando la medida tiende a asegurar la obligación de pago contenida en un titulo ejecutivo de naturaleza judicial o extrajudicial, puede recaer en cualquier bien del deudor, con el carácter de secuestro conservativo, también con desposesión y entrega al custodio (…)”. La defensa alega que esta medida deviene en inoficiosa, oponiéndose a la misma puesto que ya se ha pedido medida cautelar en forma de embargo del predio rural de propiedad de la sentenciada, la misma que cuenta con un valor, muy superior a la deuda que tiene su patrocinada, con lo que ya se encuentra garantizado el pago de la reparación civil a favor de los agraviados, por lo que solicita la devolución de los dos tanques de agua y su instalación en el lugar de donde han sido sustraídos. Frente a ello, este juzgado debe emitir un pronunciamiento respecto de la proporcionalidad y razonabilidad de la medida cautelar de secuestro solicitado por la Fiscalía, en adición a la medida cautelar de embargo en forma de inscripción y del pedido de la defensa técnica de ordenar la devolución de los bienes muebles en referencia.

DÉCIMO: Si bien es cierto, a primera vista, no tomando en cuenta el contexto, la situación de vulnerabilidad de la parte agraviada y sin considerar que se trata de una población indígena perteneciente a la etnia Shipibo Conibo, se podría concluir que la concurrencia de dos medidas cautelares, una de embargo en forma de inscripción hasta por el valor de la reparación civil de S/.25,000.00 y otra de secuestro conservativo de dos tanques de agua usados que tienen el valor de S/. 400 soles, es desproporcional, puesto que la primera medida ya garantiza el pago de la reparación civil, tal como señala la defensa técnica, sin embargo, este despacho tiene presente el siguiente contexto:

1.    Tal como se puede apreciar del informe policial Oficio N° 146-2019-XIII-MACREPOL-UCAYALI/REGPOL-UCA-COM.PNP, el día 16 de abril del presente año, se produjeron disturbios y hechos de violencia, protagonizados por los miembros de la parte agraviada, Artesanos de la Comunidad Nativa Nuevo Sucre, pertenecientes a la etnia Shipibo Conibo, víctimas de estafa por parte de la sentenciada, ciudadana norteamericana Virginia Marie Burg, quienes, a pesar de haber obtenido una sentencia firme en donde se les reconocía el derecho de que la sentenciada les pague una reparación civil de S/. 25,000.00 soles, dicha orden judicial no se materializaba, por lo que el día 16 de abril del presente año se hicieron presentes en el domicilio de la sentenciada, y forzosamente extrajeron dos tanques de agua de su propiedad conduciendo dichos bienes en forma de protesta por la ciudad hasta la Comisaría donde entregaron los bienes en señal de que no tienen la intención de cometer un ilícito sino de exigir que se materialice la sentencia a su favor, por lo que permanecieron en dichas instalaciones clamando arengas de justicia. 
2.    El presente proceso penal en el cual fue condenada Virginia Marie Burg en agravio de los miembros artesanos de la comunidad nativa Nuevo Sucre se inició en el año 2016, es decir, han transcurrido 03 años desde que los agraviados indígenas Shipibo Conibos confiaron en la justicia formal, sin embargo, en todo este tiempo, a pesar de haber logrado una sentencia firme a su favor, dicha sentencia no se concretiza y es muy probable, que mientras la sentenciada mantenga su postura no se concretice en mucho tiempo, debido a que el trámite frente a instituciones como los registros públicos, requieren de pagos y documentación difícil de conseguir para el ciudadano instruido y mucho más para miembros de una comunidad vulnerable como los agraviados, igual dificultad comporta el trámite de remate.    

3.    La fiscalía ha acreditado que la sentenciada tiene suficiente capacidad económica para cumplir con el pago de la reparación civil que adeuda, puesto que es propietaria de diferentes inmuebles, entre ellos el que es materia de embargo que mide más de 39 hectáreas, de profesión médico jubilada en el país de Estados Unidos, fruto de ello percibe una pensión mensual, sin embargo, no cumple con el pago de la reparación civil que adeuda, ni con las reglas de conducta, por lo que, en el presente caso no basta con aplicar la justicia formal, sino es que por la pertenencia de los agraviados a la etnia Shipibo Conibo, debemos aplicar, también, la justicia intercultural, recurriendo a técnicas, procedimientos y estrategias que se enriquecen, surgen y aplican de acuerdo con las leyes propias de cada grupo social originario, siendo que en el presente caso, no basta con garantizar que en el futuro, se pague la reparación civil, sino que es necesario, entregar estos dos bienes muebles de ínfimo valor, en forma simbólica, en calidad de custodia a los agraviados, figura que es reconocida por nuestro ordenamiento formal, bajo la institución del embargo en forma de secuestro conservativo requerido por la fiscalía, siendo que, de pagar el valor que se le han otorgado a los bienes, de S/. 400 soles la sentenciada podrá recoger sus dos tanques de agua, descontando dicho monto de su deuda de reparación civil.

UNDÉCIMO: Es en estos términos y tomando en cuenta este contexto que este despacho considera proporcional y razonable otorgar la medida cautelar en forma de secuestro sobre los dos bienes de propiedad de la sentenciada, designando como custodia de los mismos a la presidencia de los Miembros Artesanos de la Comunidad Nativa Nuevo Sucre Celia Ochavano Buenapico, a quien en diez días se le entregará dichos bienes, en acto público en presencia del Fiscal quien deberá instruir de la responsabilidad de recibir en custodia los bienes, principalmente conservarlo de tal forma que pueda devolverlo cuando la sentenciada cumpla con el pago de la reparación civil,  exhortando a los agraviados que será la última vez que se permitirán hechos similares de violencia y disturbios, en agravio de la sentenciada o de cualquier otro ciudadano, en la próxima ocasión se pondrá en conocimiento de la fiscalía a efectos de que accione conforme a ley por los posibles delitos cometidos no pudiendo atender, este despacho otro pedido de secuestro similar al presente, el periodo de 10 días persigue que la sentenciada tenga la oportunidad de pagar una parte de la reparación civil ascendente a los S/. 400 soles en los que se han valorizado ambos tanques de agua usados, en cuyo caso se le devolverán dichos bienes. 

Por estas consideraciones, el Juzgado de Paz Letrado en Adición Juzgado de Investigación Preparatoria de Ucayali Contamana, RESUELVE: 

1.    AMONESTAR A LA CONDENADA  VIRGINIA MARIE BURG A QUE CUMPLA CON LAS REGLAS DE CONDUCTA IMPUESTAS MEDIANTE RESOLUCIÓN NÚMERO SIETE (SENTENCIA) siendo estas las siguientes: a) Prohibición de frecuentar lugares de dudosa reputación, b) prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin autorización escrita del Juez; c) Comparecer mensualmente al juzgado, personal y obligatoriamente, para informar y justificar sus actividades, y d) reparar los daños ocasionados por el delito o cumplir con su pago fraccionado dentro del pazo de la suspensión de la pena, bajo apercibimiento en caso de incumplimiento aplicarse una condena efectiva. 
2.    CONCEDER LA MEDIDA CAUTELAR de EMBARGO EN FORMA DE INSCRIPCION POR EL MONTO DE VEINTICINCO MIL Y 00/100 SOLES SOBRE EL PREDIO CUYAS CARACTERISITCAS SON: NUMERO DE PARTIDA 11088146, PREDIO RUSTICO DENOMINADO FUNDO ABI UBICACIÓN RURAL EN EL SECTOR CASERÍO SAN MIGUEL, AREA Ha. 39 HA. 6816.32 mz2 U.C.055114- CONTAMANA, el mismo que tiene como limites y colindantes por el NORTE: Vértices 1-2 mider 328.10 m. limita con terreno de libre disponibilidad del estado, por el ESTE vértices 2-3 mide 2166.77m, limita con predio rústico Las Flores UC, 055113, por el SUR vértices 3-4 mide 208.35 m limita con Vía de acceso , por el Oeste Vértices 4-1, mide 2253.25 m limita con predio rustico FUNDO JAMES,U.C. N° 055113. OFICIESE  a la Fiscalía a efectos de que cumpla con recabar los partes correspondientes debiendo realizar todos los trámites de inscripción ante la SUNARP, bajo responsabilidad.  
3.    CONCEDER LA MEDIDA CAUTELAR DE SECUESTRO EN FORMA DE SECUESTRO CONSERVATIVO sobre los dos tanques de agua marca ROTOPLAS de color NEGRO de capacidad de 1100 litros que actualmente se encuentran en custodia de la COMISARÍA PNP DE CONTAMANA, en consecuencia, en el décimo día, a partir de hoy, en acto público se le entregará dichos bienes a la señora CELIA OCHAVANO BUENAPICO, en calidad de representante y Presidente de los miembros artesanos de la Comunidad Nativa Nuevo Sucre, si antes de dicho término la sentenciada cumple con pagar S/. 400 soles de la reparación civil que adeuda podrá recoger sus tanques de agua, en caso contrario vencido el término en acto público se entregará, en custodia, dichos bienes a la representante de los agraviados con presencia del fiscal quien debe instruir de las responsabilidades de la calidad de custodia y en presencia de la especialista de causa a cargo del presente proceso.  

III.- CONCLUSIÓN:

Siendo las once con cincuentaicinco minutos de la mañana se da por concluida la presente audiencia cerrándose el audio respectivo.

Firmando el señor magistrado y la especialista de audiencias, encargada de la redacción del acta conforme lo dispone el Art. 121° del CPP, en señal de conformidad.
� MONROY PALACIOS, Juan José, Bases para la formación de una teoría cautelar, Editorial Chavín, Comunidad Lima 2002, p. 125





